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La autora analiza la cuestión de la mayoría de edad anticipada prevista en el art. 2 de la Ley 27364 que crea el
Programa de Acompañamiento para el Egreso de Jóvenes sin Cuidados Parentales, señalando las deficiencias
en su reglamentación y las dudas que surgen a partir de su observación.

La mayoría de edad anticipada en la ley de egreso asistido: entre la especialidad y la 'niñología'

En mayo de este año, el Programa de Acompañamiento para el Egreso de Jóvenes sin Cuidados Parentales
(PAE) celebró su cuarto aniversario. Vale recordar que, el PAE fue creado por la Ley nacional 27364[2] y tiene
por objeto garantizar la plena inclusión social y el máximo desarrollo personal y social de lxs[3] adolescentes y
jóvenes que egresan del sistema de cuidados alternativos.

En esta oportunidad vamos a centrar el presente comentario, específicamente, en el art. 2 de la ley nacional,
referido al ámbito de aplicación personal[4]. Más concretamente, en el tercer párrafo de dicho artículo que dice: "
Las/los adolescentes entre dieciséis (16) y dieciocho (18) años de edad incluidos en el presente programa
adquieren la mayoría de edad de manera anticipada".

Como toda ley requiere de una reglamentación, en este caso es el Decreto Reglamentario 1050/2018[5]. En otra
ocasión[6] nos preguntábamos si se trataba de una reglamentación deficiente, el tiempo nos ha dado la razón.
Tal es así que ya se avanza en un proyecto de reforma desde el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y
Familia (COFENAF).

El Decreto 1050/2018, al reglamentar el art. 2, concretamente el tercer párrafo dice: "Las/los adolescentes entre
DIECISEIS (16) y DIECIOCHO (18) años de edad incluidos en el Programa adquieren la mayoría de edad de
acuerdo a las disposiciones del Capítulo 2, Título I, Libro I del Código Civil y Comercial de la Nación".

¿Qué significa esto? En la referencia citada del Código Civil y Comercial (CCyC) no se encuentra la adquisición
anticipada de mayoría de edad, salvo el supuesto del instituto de la emancipación prevista en el art. 27. La
emancipación ya había sido modificada por la Ley 26579[7] que, además de disminuir la edad en la que se
adquiere la mayoría de edad a los 18 años, derogó la figura de la habilitación de edad. De modo que, el único
supuesto vigente de emancipación desde el año 2009 en nuestro ordenamiento jurídico es, por causa de
matrimonio. La emancipación, implica la extinción de la responsabilidad parental a la vez que, provoca la
adquisición de la plena capacidad de ejercicio. Sin embargo, la propia ley prohíbe a la persona emancipada la
realización de una serie de actos (art. 28, CCyC). Es decir que, pese a adquirir la plena capacidad de ejercicio,
hay determinados actos de carácter patrimonial que la/el adolescente no puede realizar ni con autorización
judicial, mientras que otros actos, están sujetos a la autorización judicial (art. 29, CCyC). 

De lo que se desprende que, la emancipación otorga la plena capacidad de ejercicio de derechos cuando aún no
se haya adquirido la mayoría de edad, al mismo tiempo que, fundado en que no se trata de una persona adulta,
pues no cuenta con los mismos recursos internos y externos ni las mismas posibilidades, establece ciertas
restricciones. 

Ahora bien, respecto del PAE: ¿qué implica que lxs adolescentes entre 16 y 18 años de edad incluidxs en el PAE
adquieran la mayoría de edad de manera anticipada? ¿Adquirirían la mayoría de edad para todos los actos que
intenten realizar o habría actos que requieren de autorización judicial y hasta actos prohibidos? ¿Se trata de una
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cláusula que opera automáticamente para cualquier adolescente de esa franja etaria incluidx en el PAE o, por el
contrario, debería analizarse en el caso a caso, teniendo en cuenta las características personales y el para qué
de la mayoría de edad anticipada en el caso en concreto? 

Estas preguntas surgen, sin duda, frente a una reglamentación muy alejada del espíritu de la ley y que, por
supuesto, no pretendo contestar aquí, aunque sí dejar asentadas algunas reflexiones al respecto. Para ello, cabe
traer a colación una reciente sentencia sureña[8]. 

Se trata de la situación de tres hermanxs: R. de 16 años, C. de 14 años y L. de 9 años, sobre lxs cuales el
Servicio de Protección de Derechos de la localidad de Gobernador Costa (de donde es originario el grupo
familiar) adoptó una medida de protección excepcional de derechos en virtud de la situación de vulnerabilidad en
la que se encontraban y, toda vez que no había en el entorno familiar ni comunitario, adultxs que pudieran asumir
su cuidado.

Dado el transcurso del tiempo sin que exista la posibilidad objetiva de reintegrar al grupo de hermanxs a la vida
familiar junto a su progenitora, es que corresponde resolver la situación jurídica definitiva. 

Así fue que, teniendo en cuenta la individualidad de cada unx de lxs hermanxs, conforme sus propias
experiencias, deseos y anhelos, la situación definitiva es bien distinta para cada unx de ellxs. Nuestro análisis se
centrará en la situación de R. que solicitó su egreso responsable en el marco del PAE. Así surge de la propia
sentencia: "R., de dieciséis años de edad, proyecta su vida autónoma en esta ciudad, para lo cual se tramita la
inclusión en el Programa de Acompañamiento al Egreso (Ley 27364), lo que brindará apuntalamiento y
herramientas para el despliegue del proyecto de vida autónoma; cuenta con un espacio terapéutico del que se ha
apropiado, mantiene contacto con la progenitora a demanda. Los avances de su inclusión en esa posibilidad
administrativa son suficientes, incluso hace pocos días se la habilitó a percibir por sí misma determinados
beneficios sociales. El egreso de la institución xxxxxxxxxx se llevará a cabo al amparo de esa legislación,
contando con la figura de apoyo en el marco del plan diagramado (referente PAE XXXX)".

Ahora bien, toda vez que la adolescente R. tiene 16 años y se incorpora al PAE, la jueza aborda el tema de la
mayoría de edad anticipada. Y al respecto sostiene que "Esta norma -por cierto excepcional en tanto el principio
general es el alojado en el art. 26 del CCyC- no podría ser aplicada automáticamente, pues de ese modo se
daría de bruces con la finalidad del sistema instituido, en tanto importaría una desprotección absoluta de una
persona respecto de cuya atención por su condición de mayor vulnerabilidad, el mismo Estado pretende
ocuparse especialmente. La télesis que interpreto como adecuada es disponer esa mayoría de edad antedatada
con los ajustes necesarios para cada supuesto; es decir, para cada adolescente y según su propio caso".

No podemos más que coincidir con la interpretación que realiza la a quo, en cuanto a la necesidad de analizar en
la situación concreta si corresponde o no otorgar la mayoría de edad de manera anticipada. En todo caso, será
necesario tener en cuenta si para el fortalecimiento de su autonomía resulta necesaria la plena capacidad de
ejercicio de derechos, tal como lo dispone la propia Ley 27364 conforme arts. 6[9] y 3, es decir se deben tener en
cuenta los principios rectores. Estos son: "a. Interés superior de la/el niña/o; b. Autonomía progresiva de la/el
adolescente conforme sus características psicofísicas, aptitudes y desarrollo. A mayor autonomía, disminuye el
acompañamiento previsto en la presente ley; c. Derecho a ser oída/o y que su opinión sea tenida en cuenta
según su edad y grado de madurez; d. Igualdad y no discriminación; e. Acompañamiento integral y
personalizado".

Claramente nos referimos a los derechos de carácter patrimonial, toda vez que el propio art. 26 del CCyC
contempla la capacidad de ejercicio de derechos de carácter personal, por las personas menores de edad. Al
mismo tiempo, resta tener en cuenta que en estos escasos pero intensos 6 años de vigencia del CCyC y 4 años
desde la creación del PAE, se han dado una serie de avances que reconocen capacidad patrimonial a lxs
adolescentes. Entre otras, tal la Comunicación A6700[10] del Banco Central de la República Argentina del 19 de
mayo de 2019 a través de la cual dispuso que las entidades financieras puedan ofrecer a lxs adolescentes una
caja de ahorro, sin la necesidad de estar acompañadxs para su apertura por sus representantes legales. El titular
de la cuenta será la/el propix adolescente, o bien, el Decreto 840/2020[11] de Régimen de Asignaciones
Familiares del Poder Ejecutivo Nacional de fecha 4 de noviembre de 2020, que contempla que el efectivo pago
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de la asignación universal por hijx puede hacerse entre otrxs, al hijx adolescente desde los 16 años de edad.

Es decir que, si bien al momento de la sanción de la Ley 27364, existía desde el ordenamiento jurídico -tanto
desde una revisión intra como extra CCyC- una posición más restrictiva del ejercicio de derechos de carácter
patrimonial por parte de lxs adolescentes, la Ley 27364 intentó que ello no sea un obstáculo para facilitar el
egreso del sistema de cuidados alternativos antes de la mayoría de edad, -toda vez que el PAE propicia la
desinstitucionalización- y, es por ello que se incorporó el tercer párrafo del art. 2.

Sin embargo, es preciso poder comprender la situación personal en la que se encuentra un/a adolescente sin
cuidados parentales y desde allí entender el vínculo sustantivo que existe entre el principio de autonomía
progresiva y el derecho a la protección especial que titularizan todxs lxs niñxs y adolescentes (conf. art. 19,
Convención Americana). Así, tiene dicho el Comité de los Derechos del Niño en su Observación General nro. 20
sobre la Efectividad de los derechos del niño durante la adolescencia (2016) que: "el derecho a ejercer niveles
cada vez mayores de responsabilidad no anula las obligaciones que incumben a los Estados de garantizar
protección. El abandono gradual de la protección de la familia u otro entorno de cuidado, junto con la relativa
inexperiencia y la falta de poder, pueden exponer a los adolescentes a violaciones de sus derechos" (párr. 19). Y
agrega, "(…) Al tratar de asegurar un equilibrio adecuado entre el respeto al desarrollo evolutivo de los
adolescentes y unos niveles de protección apropiados, se deben tener en cuenta una serie de factores que
influyen en la toma de decisiones, como el nivel de riesgo implicado, la posibilidad de explotación, la
comprensión del desarrollo de los adolescentes, el reconocimiento de que las competencias y la comprensión no
siempre se desarrollan por igual en todos los ámbitos al mismo ritmo, y el reconocimiento de la experiencia y la
capacidad de la persona" (párr. 20).

Por lo que entendemos que la sentencia citada no solo realiza una acertada interpretación de la Ley 27364
conforme el corpus iuris de las niñeces y adolescencias, sino que utiliza el principio de razonabilidad y
proporcionalidad sopesando los derechos en juego disponiendo una conjunción entre autonomía y protección.
Así, sostiene: "Con ese panorama y los relevamientos efectuados respecto de la inclusión de la joven en el
programa PAE, corresponde ajustar la situación de R. confiriéndole la plena capacidad de ejercicio de sus
derechos, aunque manteniendo el deber de requerir autorización judicial para los supuestos alojados en el art.
645 del CCyC (contraer matrimonio, ingresar en comunidades religiosas, fuerzas armadas o de seguridad, salir
del país o mudar definitivamente de residencia al extranjero, estar en juicio en los supuestos en que el CCyC
requiera autorización de representantes legales, administrar bienes de hijos/as de tenerlos antes de adquirir los
18 años), y la obligación del organismo administrativo de dar continuidad a su acompañamiento con
independencia de esta declaración, hasta el límite máximo fijado por la Ley de Egreso, y mientras su condición
se adecue a los requisitos del sistema". Y agrega en la parte resolutiva: "se dispone que se mantenga la figura
del abogado del niño a favor de la joven, sin perjuicio de la posibilidad de variar la persona que actualmente
detenta ese rol, y al menos hasta que R. cumpla los 18 años".

Vale mencionar para aquellxs que consideran que la adquisición de la mayoría de edad para lxs adolescentes a
partir de lxs 16 años incluidxs en el PAE es de aplicación automática que, el propio CCyC reconoce la posibilidad
de limitar la capacidad de ejercicio de derechos en una sentencia judicial (conf. art. 23). Si bien, siempre
estaremos a favor de reconocer la capacidad de ejercicio de derechos por parte de las personas menores de
edad, entendemos que una aplicación automática de la norma, así sin más, conlleva perder de vista el análisis
sistémico del ordenamiento jurídico, y por ende, caer en afirmaciones dogmáticas de tinte generales que en vez
de lograr la real satisfacción de derechos humanos de lxs adolescentes sin cuidados parentales, en la práctica
solo traen desprotección e incluso refuerzan la situación de vulnerabilidad estructural en la que se encuentran.
Vale recordar que cuando el Estado -en cualquiera de sus ámbitos- es el que vulnera derechos, estamos en
presencia de una violencia institucional. 

Recorrimos un largo camino para llegar a la creación de una política pública sin precedentes -no solo en
Argentina sino en la región- que permitió visibilizar las dificultades en el tránsito a la vida adulta de quienes
crecen bajo la protección del Estado y generar así, mecanismos de protección y restitución de derechos. 

En razón de la especialidad que gira en torno a la noción de personas menores de edad y que, es la causa
fuente de las medidas de protección especial, es que debemos observar y comprender la diferencia entre una
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persona menor de edad y un/a adultx (como así también entre un/a niñx y un/a adolescente), ello resultará clave
para poder desentrañar y resolver los conflictos tanto jurídicos como no jurídicos que comprometen a personas
menores de edad, sin caer en dogmatismos jurídicos.

[1]

Se sigue el artículo elaborado por Marisa Herrera, "Reciclando tensiones en derechos humanos de niños, niñas y
adolescentes: Especialidad vs. "niñología", en Fernández, Silvia (directora), Tratado de derechos de niñas, niños
y adolescentes, 2Da. Edición actualizada y ampliada, Tomo I, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Abeledo
Perrot, 2021. La autora, desde una perspectiva crítica, bajo el término de "niñología" pretende señalar y resaltar
aquellas posturas que se fundan en una interpretación endogámica, superficial y fundamentalista y, por lo tanto,
sesgada y errada de lo que dice la Convención sobre los Derechos del Niño, sin conocer ni tenerse en cuenta al
menos, el desarrollo legislativo, jurisprudencial y doctrinario.

[2]

Sancionada el 31/05/2017, promulgada de hecho el 22/06/2017, publicada en el Boletín Oficial el 26/06/2018.

[3]

El uso de un lenguaje que no marque diferencias discriminatorias entre la diversidad de sexos y géneros es una
de las preocupaciones de la autora. Sin embargo, no existe acuerdo entre los lingüistas sobre la forma de
resolver este dilema en español. Con el fin de evitar la sobrecarga que supondría marcar léxicamente la
diferencia genérica, en la redacción de este artículo se optó por emplear la letra "X".

[4]

Art. 2°.-"Concepto. Ámbito de aplicación personal. La presente ley será de aplicación para las/los
adolescentes/jóvenes sin cuidados parentales desde los trece (13) años hasta los veintiún (21) años de edad. Se
entiende por adolescentes/jóvenes sin cuidados parentales aquellas/os que se hallen separadas/os de su familia
de origen, nuclear y/o extensa o de sus referentes afectivos y/o comunitarios y residan en dispositivos de cuidado
formal en virtud de una medida de protección de derechos dictada de conformidad con los artículos 33 y
siguientes de la Ley 26061 o de la normativa aplicable en el ámbito local. Las/los adolescentes entre dieciséis
(16) y dieciocho (18) años de edad incluidos en el presente programa adquieren la mayoría de edad de manera
anticipada. Las/los adolescentes entre trece (13) y dieciséis (16) años de edad incluidos en el presente programa
que no tengan representante legal deberán solicitar su designación. Los representantes legales designados
ejercen todos los actos que permite el Código Civil y Comercial para la figura del tutor y las limitaciones allí
establecidas de conformidad con el principio de autonomía progresiva y el correspondiente ejercicio de derechos
en forma personal".

[5]

Publicado en el Boletín Oficial el 15/11/2018.

[6]

Videtta, Carolina, El "Programa de Acompañamiento para Jóvenes sin Cuidados Parentales". Los problemas de
una defectuosa reglamentación", Publicado en: L.L., 29/11/2018, 29/11/2018, 1 Cita Online: AR/DOC/2578/2018.

[7]

Ley 26579 de Modificación. Mayoría de Edad. Sancionada: Diciembre 2 de 2009. Promulgada: Diciembre 21 de
2009.

[8]
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Servicio de protección de derechos de Gobernador Costa s. Medida de protección de derechos de F. F., C. y R. y
H. F., L. J., Juzg. Fam. Nº 1, Esquel, Chubut; 01/10/2021, 00078/2019; Rubinzal Online,
www.rubinzalonline.com.ar, RC J 8924/21, inédito.

[9]

Art. 6. "Concepto. El acompañamiento personal consiste en la asignación de una/un referente que tiene por
función acompañar a cada adolescente/joven sin cuidado parental en el fortalecimiento de su autonomía,
teniendo en cuenta los principios enumerados en el artículo 3 y respetando los contenidos mínimos previstos en
el artículo 11 de la presente ley".

[10]

http://www.bcra.gov.ar/Noticias/Adolescentes-cajas-de-ahorro.asp (Consultado el 17/12/2021).

[11]

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/decreto-840-2020-343905/texto (Consultado el 17/12/2021).
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